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Resumen

La prevención primaria se ha consolidado como uno de los principales enfoques de 
política pública para enfrentar la violencia de género. Sin embargo, su despliegue 
en contextos territoriales profundamente desiguales plantea interrogantes sobre 
las racionalidades institucionales que organizan su diseño. Este artículo analiza 
la prevención primaria en el Perú a partir de un estudio comparado de Cusco, 
Apurímac y Ucayali. El análisis muestra que los límites observados en la política 
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preventiva no pueden explicarse únicamente por déficits de implementación en los 
niveles subnacionales. Por el contrario, responden a una arquitectura institucional 
que organiza la intervención a partir de criterios de ejecutabilidad administrativa, 
comparabilidad interregional y trazabilidad programática. Bajo estas condiciones, 
la prevención primaria se configura como una tecnología de gobierno que vuelve 
administrable la violencia de género mediante intervenciones estandarizadas sobre 
territorios profundamente heterogéneos. Al mismo tiempo, reproduce formas 
persistentes de centralismo político y epistemológico que concentran en el nivel 
central la definición del problema, el diseño de la estrategia y la evaluación de 
resultados. El resultado es una política institucionalmente capaz de producir 
cumplimiento administrativo, pero estructuralmente incapaz de reordenar las 
relaciones sociales y territoriales que sostienen la violencia.

Palabras claves: Violencia de género; prevención primaria; gobernanza territorial; 
diseño institucional; políticas públicas.

Abstract
Primary prevention has become one of the leading public policy approaches 
for addressing gender-based violence. Yet its implementation in deeply unequal 
territorial contexts raises important questions about the institutional rationalities 
that shape its design. This article examines primary prevention in Peru through a 
comparative study of Cusco, Apurímac, and Ucayali. The findings show that the 
limitations of preventive policy cannot be explained solely by implementation deficits 
at the subnational level. Instead, they are rooted in an institutional architecture that 
organizes intervention around administrative feasibility, interregional comparability, 
and programmatic traceability. Within this framework, primary prevention operates 
as a technology of government that makes gender-based violence governable 
through standardized interventions across highly heterogeneous territories. In 
doing so, it reproduces enduring forms of political and epistemological centralism 
that concentrate the definition of the problem, the design of interventions, and 
the evaluation of outcomes at the national level. The result is a policy capable 
of generating administrative compliance, yet unable to transform the social and 
territorial relations through which violence is produced and sustained.

Keywords: Gender-based violence; primary prevention; territorial governance; 
institutional design; public policy.
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1.	 Introducción

En el discurso oficial sobre violencia de género, la prevención primaria ocupa 
un lugar central como horizonte deseable de la política pública. Documentos 
rectores, estrategias nacionales y marcos programáticos coinciden en señalar 
la necesidad de intervenir sobre las condiciones estructurales que producen la 
violencia, desplazando el énfasis desde la atención del daño hacia su anticipación. 
Sin embargo, esta centralidad discursiva convive con una práctica institucional 
que tiende a reducir la prevención primaria a un conjunto de intervenciones 
administrativamente gestionables, desconectadas de los contextos territoriales 
en los que la violencia se produce y reproduce y organizadas a través de 
instrumentos de gestión que privilegian la homogeneidad programática por sobre 
la diferenciación territorial.

A medida que la prevención primaria se traduce en política pública, se 
despliega a través de arreglos administrativos específicos, prioridades de gestión 
y relaciones de poder que moldean su forma concreta de intervención. En ese 
proceso, la prevención primaria adquiere una materialidad particular, se vuelve 
legible para el Estado y se inscribe en marcos operativos que delimitan el campo de 
acción, los problemas abordables y los horizontes de transformación que la política 
puede sostener al traducir un objetivo estructural en intervenciones diseñadas 
para ser administrativamente ejecutables y evaluables dentro de los sistemas de 
gestión pública.

Este artículo propone una lectura crítica del marco programático de 
prevención primaria de la violencia de género atendiendo a su organización 
institucional y a su despliegue territorial. El análisis se interesa por la forma en que 
la arquitectura administrativa de la política configura sus alcances y condiciona 
su capacidad de incidir sobre las dinámicas que producen la violencia. Desde esta 
perspectiva, la prevención primaria aparece como una intervención estructurada 
por decisiones previas sobre gobernanza, gestión y control, cuyas implicancias 
exceden el plano técnico y remiten a la forma en que el Estado distribuye autoridad 
diagnóstica, programática y presupuestal entre el nivel central y los territorios.

El texto se sitúa en diálogo con debates contemporáneos sobre política 
pública, violencia de género y territorio, y examina las tensiones que emergen 
entre marcos centralizados de decisión y contextos locales profundamente 
heterogéneos. Esta aproximación permite interrogar la persistencia de modelos 
preventivos homogéneos en territorios atravesados por desigualdades sociales, 
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institucionales y geográficas, así como los efectos de dicha homogeneidad sobre 
la eficacia política de la intervención y sobre la capacidad de los territorios para 
reorganizar el contenido de la política a partir de sus propias configuraciones 
sociales y económicas.

La lectura propuesta asume una posición analítica independiente frente a 
enfoques orientados a la optimización procedimental de la política pública. El 
interés del artículo se concentra en las condiciones políticas, administrativas y 
territoriales que estructuran la prevención primaria como forma de intervención 
estatal y en los límites estructurales que esta arquitectura institucional impone a 
la capacidad de la política para alterar las condiciones que producen la violencia. 
Al hacerlo, busca contribuir a los debates sobre violencia de género desde una 
perspectiva crítica que toma en serio la prevención primaria como problema político 
y no únicamente como campo de gestión y que entiende sus dificultades no sólo 
como fallas de implementación, sino como efectos de una arquitectura institucional 
que tiende a producir intervenciones homogéneas en territorios marcados por 
configuraciones históricas profundamente diferenciadas.

2.	 Metodología

El presente artículo se inscribe en una investigación cualitativa de carácter 
analítico–interpretativo orientada a examinar la organización institucional de 
la prevención primaria de la violencia de género en el Perú, con énfasis en su 
despliegue territorial. El análisis se concentra en los dispositivos administrativos, 
normativos y de gestión mediante los cuales la prevención primaria se configura 
como política pública y en las condiciones que dicha configuración impone a su 
capacidad de incidir sobre las dinámicas que producen la violencia.

El trabajo se apoya en el análisis del archivo estatal. Los instrumentos que 
organizan la acción pública, entre ellos planes, lineamientos, matrices operativas, 
reportes de seguimiento e indicadores, condensan decisiones políticas y criterios 
de legibilidad que delimitan qué dimensiones de la violencia resultan abordables 
y bajo qué modalidades se vuelve posible su intervención. La lectura sistemática 
de este archivo permite reconstruir las racionalidades administrativas que ordenan 
la prevención primaria y las regularidades que atraviesan su implementación en 
distintos niveles de gobierno.

El corpus documental comprende instrumentos producidos por entidades 
estatales a nivel nacional, regional y local, con especial atención a los gobiernos 
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subnacionales de Cusco, Apurímac y Ucayali. La selección de estas regiones 
responde a la trayectoria investigativa y territorial de la autora en el análisis de 
políticas de prevención primaria en dichos territorios, lo que permite situar el examen 
documental en un conocimiento acumulado sobre sus dinámicas institucionales, 
sociales y geográficas. Esta delimitación busca sostener una comparación informada 
entre territorios que, aunque presentan trayectorias históricas y condiciones 
sociopolíticas distintas, se encuentran sujetos a un mismo marco programático 
nacional de prevención. Se analizan planes regionales y locales, matrices de 
actividades, reportes de ejecución, fichas de indicadores y documentación de 
seguimiento elaborados por gobiernos regionales, municipalidades provinciales 
y distritales, así como por instancias de concertación. Este conjunto fue obtenido 
mediante pedidos formales de acceso a la información realizados en 2024 y 2025 y 
corresponde a la documentación más actualizada remitida por las propias entidades 
hasta enero de 2025. Su examen comparado permite identificar la reproducción de 
esquemas preventivos sustantivamente equivalentes en territorios marcados por 
condiciones sociales, geográficas y políticas disímiles.

El artículo adopta un enfoque territorial crítico que concibe el territorio 
como un espacio social e institucional producido históricamente por relaciones de 
poder y conocimiento. Desde esta perspectiva, el análisis atiende a las asimetrías 
centro–periferia que estructuran tanto la producción de diagnóstico autorizado 
como la distribución de autoridad para definir contenidos, prioridades y criterios 
de intervención. Esta aproximación se inscribe también en una perspectiva de 
conocimiento situado que reconoce que la lectura de las políticas públicas se 
produce desde trayectorias territoriales específicas y que dichas trayectorias 
influyen en las dimensiones de la política que resultan analíticamente visibles. Este 
enfoque permite leer los documentos como expresiones de arreglos administrativos 
que subordinan la experiencia territorial a marcos centralizados de decisión y que, 
al mismo tiempo, modelan las condiciones bajo las cuales se produce y circula el 
conocimiento aplicado sobre violencia de género.

La delimitación metodológica del artículo se inscribe en una lectura crítica 
de las condiciones contemporáneas de producción de conocimiento aplicado. Una 
parte significativa de esta producción se organiza en torno a esquemas analíticos 
orientados a la corrección procedimental y a la formulación de recomendaciones 
compatibles con políticas en curso, lo que restringe su capacidad para interrogar 
las condiciones estructurales que producen la violencia. Estos esquemas descansan, 
además, en una división asimétrica del trabajo intelectual, en la que el esfuerzo 
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empírico territorial se despliega en escenarios periféricos mientras la interpretación, 
validación y circulación del análisis se concentran en circuitos institucionales 
centralizados. Esta distribución desigual de autoridad epistémica incide en qué 
diagnósticos logran consolidarse como lecturas autorizadas de la política pública y 
cuáles quedan subordinados dentro de los procesos de formulación o evaluación. En 
este marco, la crítica tiende a replegarse hacia lecturas que preservan relaciones y 
trayectorias institucionales, con efectos directos sobre su capacidad para interpelar 
los supuestos que estructuran la política pública.

En coherencia con este enfoque, el análisis se circunscribe a fuentes 
documentales de acceso público y excluye información proveniente de entrevistas 
u otras técnicas de producción de datos primarios realizadas bajo credenciales 
institucionales específicas. Esta delimitación responde a consideraciones éticas 
vinculadas a dichos procesos y permite mantener el foco analítico en las lógicas 
estructurales que organizan la prevención primaria desde el Estado. En consonancia 
con ello, los argumentos del presente artículo han sido construidos en su integridad a 
partir de documentación obtenida directamente por la autora y de análisis normativo 
y administrativo desarrollado a título personal, sin mediación institucional.

El artículo asume, finalmente, una posición política y analítica independiente 
frente a marcos de producción de conocimiento orientados a la corrección 
incremental de políticas existentes. El análisis parte de la premisa de que los límites 
observados en la prevención primaria se encuentran inscritos en el propio diseño 
administrativo de la política. Desde esta posición, el texto examina la prevención 
primaria como una intervención concebida bajo supuestos de gobernanza que 
restringen de manera sustantiva su capacidad de incidir sobre las condiciones que 
producen la violencia de género. Las condiciones de producción y publicación de 
este trabajo permiten sostener esta lectura sin atenuaciones.

3.	 Prevención primaria, territorio y Estado

La incorporación de la prevención primaria de la violencia de género en la política 
pública peruana constituye, en apariencia, uno de los avances más significativos de 
las últimas décadas en la materia. Tanto la Política Nacional de Igualdad de Género 
(2019) como la Estrategia Nacional de Prevención Primaria (2021) reconocen que 
la violencia contra las mujeres se produce en el marco de relaciones estructurales 
de desigualdad y que su erradicación requiere intervenir sobre los patrones 
socioculturales que la sostienen. Esta formulación recoge una larga tradición 
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feminista que ha insistido en comprender la violencia como una expresión del 
orden de género y de su articulación con otros sistemas de dominación, como la 
clase, la raza y el territorio (Ruiz Bravo 1988; Francke 1990).

Sin embargo, el contraste entre esta formulación normativa y la forma 
concreta que adopta la política preventiva revela una distancia persistente entre 
el reconocimiento conceptual de la violencia como fenómeno estructural y las 
racionalidades que organizan su intervención estatal. La prevención primaria 
es reconocida discursivamente como un problema estructural, pero se traduce 
institucionalmente en dispositivos de intervención que privilegian la gobernabilidad 
administrativa de la política antes que su capacidad de transformar las condiciones 
que producen la violencia. A partir del examen del marco normativo, programático 
y presupuestal, esta sección analiza cómo la prevención primaria se configura como 
una política gobernable, cuya coherencia interna responde menos a su capacidad 
de transformar las condiciones que producen la violencia que a su adecuación a 
los requerimientos de la gestión pública contemporánea.

3.1.	 Prevención primaria y gubernamentalidad administrativa

En el discurso oficial, la prevención primaria de la violencia ocupa un lugar central 
dentro de la política pública sobre violencia de género. Los instrumentos rectores 
en la materia reconocen que la violencia se inscribe en relaciones estructurales de 
desigualdad y la vinculan, al menos en el plano declarativo, con el orden de género 
(MEF 2019; MIMP 2019, 2022). No obstante, esta formulación no opera como 
principio organizador del diseño de la política ni orienta de manera sustantiva sus 
decisiones estratégicas. El orden de género es mencionado, pero no trabajado como 
una estructura de poder a ser intervenida sistemáticamente.

A nivel operativo, la implementación de las políticas preventivas se 
fragmenta en registros que privilegian las conductas observables y las actitudes 
individuales por sobre las causas estructurales de la discriminación. Esta lógica se 
encuentra institucionalizada en el Programa Presupuestal orientado a Resultados 
(MEF 2019), donde el desempeño estatal se mide fundamentalmente a través de 
indicadores de cobertura, tales como la «proporción de estudiantes que reciben 
sesiones completas» o el «número de personas informadas» antes que a partir de 
transformaciones sostenidas en normas sociales, relaciones de poder o jerarquías 
de género. Como resultado, la prevención primaria se ve reducida a la ejecución 
de talleres, capacitaciones y campañas comunicacionales puntuales que, si bien 
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sostienen una presencia institucional regular y verificable, no garantizan por sí solos 
un cambio en los patrones socioculturales que sostienen la violencia (Defensoría 
del Pueblo 2025). 

La centralidad otorgada a este tipo de intervenciones tiene efectos directos 
sobre la delimitación del campo de intervención estatal. Al integrarse sin fricción 
a los sistemas de seguimiento y rendición de cuentas de la administración 
pública, dichas acciones reducen la prevención primaria a un problema de déficit 
de información y sensibilización individual, dejando fuera del monitoreo la 
transformación efectiva de las jerarquías de género y de las relaciones sociales de 
poder que reproducen la violencia.

Esta forma de operacionalizar la prevención primaria genera, a su 
vez, condiciones institucionales bajo las cuales la política puede sostenerse 
fundamentalmente sobre la continuidad de servicios ya existentes. Como 
muestra el seguimiento realizado por la Defensoría del Pueblo (2025: 123–126), 
la mayoría de las intervenciones comprendidas en la Estrategia Nacional 
corresponden a servicios que ya venían siendo implementados por distintas 
entidades del Estado y que posteriormente fueron mapeados e incorporados 
bajo el marco de la Estrategia, sin que ello implicara una reorganización 
sustantiva de las prácticas institucionales existentes. En tanto la Estrategia no 
reorganiza el campo de la intervención preventiva, funciona principalmente 
como un dispositivo de articulación administrativa de programas preexistentes. 
Considerando que el cumplimiento de la política se evalúa a partir de productos, 
coberturas y actividades verificables, la rearticulación de estos servicios resultaría 
suficiente para sostener su ejecución formal, aun cuando dicha implementación no 
implique cambios sustantivos en las prácticas institucionales ni en las condiciones 
que producen la violencia.

Este patrón de funcionamiento se inscribe en una racionalidad específica 
de gobierno que puede ser leída a la luz de la noción foucaultiana de 
gubernamentalidad. Las tecnologías modernas de poder estructuran los problemas 
sociales en términos de legibilidad administrativa, intervención estandarizada y 
evaluación del desempeño, produciendo campos de acción delimitados por lo 
que puede ser gestionado, medido y reportado (Foucault 1991: 102–103). En 
este registro, la prevención primaria ordena la acción estatal sobre la violencia 
mediante operaciones administrables, dejando fuera del horizonte de intervención 
las relaciones estructurales del orden de género y fijando, desde su diseño, los 
límites analíticos y políticos de la política preventiva.
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3.2.	 Territorio, participación y autoridad epistémica

El marco normativo peruano inscribe la territorialización, la interculturalidad y 
la participación como principios rectores de la prevención primaria. Tanto la Ley 
N.º 289832 y la Ley N.º 303643  como la Política Nacional de Igualdad de Género 
e incluso la propia Estrategia Nacional asignan responsabilidades a los gobiernos 
regionales y locales y reconocen la necesidad de adecuar las intervenciones a 
contextos diversos. Este lenguaje, en apariencia sensible a la heterogeneidad 
del país, resulta consistente con las lecturas feministas que han mostrado que 
la violencia se produce en tramas simultáneas de género, clase, racialización y 
territorio y que dichas tramas generan configuraciones situadas de subordinación 
y agencia que desbordan cualquier explicación unidimensional (Crenshaw 1989; 
Ruiz Bravo 1988; De la Cadena 1992).

El problema emerge cuando la promesa normativa de territorialización 
se confronta con el modo efectivo de producción de la política pública. En la 
práctica, el territorio queda reducido a un espacio de despliegue operativo y 
de reporte administrativo, mientras el diagnóstico autorizado, la definición de 
prioridades y la validación de los enfoques se concentran en el nivel central del 
Estado. Esta organización responde a una forma histórica de centralismo estatal 
en el Perú, en la que la producción de lo público ha estado estructuralmente 
anclada en el centro como lugar exclusivo de decisión y de legitimación del 
conocimiento, estableciendo una relación jerárquica y asimétrica con las regiones, 
especialmente las regiones de la sierra (Matos Mar 1984). En el campo de la 
política de violencia de género, este centralismo se traduce en marcos nacionales 
que homogeneizan el problema y estandarizan la respuesta, incorporando la 
diversidad territorial y la descentralización como referencia declarativa sin 
habilitarla como principio organizador de la intervención pública (Llaja 2022). 
Como resultado, la participación territorial se organiza en términos funcionales, 
orientados principalmente a ejecutar acciones predefinidas y a sostener la 
cadena de verificación administrativa, sin capacidad política ni institucional para 
redefinir contenidos, prioridades o métricas de prevención primaria a partir de las 

2.	 Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres 
3.	 Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes 

del grupo familiar
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condiciones concretas del territorio. Se produce así una territorialización de la 
ejecución sin territorialización del gobierno de la política y una inclusión operativa 
de actores locales sin reconocimiento de autoridad epistémica y agencia política 
sobre aquello que se pretende prevenir.

La Defensoría del Pueblo constata que los enfoques, contenidos y 
modalidades de intervención se definen fuera de los espacios rurales e indígenas 
donde la violencia se manifiesta con mayor intensidad. Producto de esta 
externalización del diagnóstico y del diseño de la política, la incorporación de 
saberes locales en el ajuste de las estrategias preventivas se ve gravemente limitada, 
se debilita su pertinencia territorial y produce efectos diferenciados en territorios 
atravesados por desigualdades históricas raciales y de clase persistentes, donde 
las experiencias comunitarias de organización y gestión del conflicto quedan 
subsumidas en marcos interpretativos definidos desde el nivel central. El resultado 
es un marco programático de prevención primaria que opera territorialmente 
mientras concentra en el centro la definición del problema, la validación del 
conocimiento relevante y los criterios de intervención, reproduciendo brechas 
territoriales y raciales en la efectividad de la acción estatal.

De esta manera, la Estrategia Nacional produce una territorialidad 
subordinada, en la que el conocimiento relevante sobre la violencia y su prevención 
primaria se definen fuera de los espacios donde esta se experimenta y se enfrenta 
cotidianamente, fijando así los límites de la intervención antes de que comience 
su ejecución y condicionando los efectos que puede generar en los territorios.

3.3.	 Género, burocracia y administración del riesgo

La prevención primaria se estructura en el marco programático peruano a partir 
de una racionalidad burocrática que redefine la violencia de género como un 
objeto susceptible de gestión administrativa. En su traducción a instrumentos 
de planificación, programación y seguimiento, la violencia es desagregada en 
dimensiones operativas que permiten su conversión en actividades, productos e 
indicadores. Este proceso no implica en sí una negación explícita de su carácter 
estructural, pero sí una suspensión práctica de sus implicancias analíticas, 
que reconfigura la intervención estatal alrededor de variables que garantizan 
trazabilidad administrativa aun cuando ello limite su incidencia material.

La racionalidad burocrática que estructura la prevención primaria opera 
entonces como una tecnología de administración del riesgo político asociada a 
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la intervención sobre el orden de género. Como ha mostrado la literatura crítica 
sobre gobierno y despolitización, la traducción de problemas estructurales en 
objetos técnicamente gestionables permite contener su potencial conflictivo y 
asegurar la gobernabilidad de la acción estatal, desplazando el conflicto hacia un 
registro administrativo controlable (Ferguson 1994; Miller & Rose 2008). En el 
caso de la violencia de género, esta operación adquiere una densidad particular, 
dado que intervenir sobre los mandatos de masculinidad, los arreglos familiares 
y las formas normalizadas de autoridad implica disputar jerarquías que organizan 
el orden social y producen obediencia, control y disciplinamiento (Segato 2003; 
2016). La administración burocrática de la prevención primaria habilita así una 
intervención institucionalmente sostenible sin confrontar la raíz estructural de la 
violencia de género.

La institucionalización de esta racionalidad se expresa con particular 
claridad en el Programa Presupuestal orientado a Resultados para la reducción de 
la violencia contra la mujer. Al organizar la acción estatal en torno a una teoría de 
cambio orientada a la reducción de prevalencias, el Programa delimita el campo de 
la prevención primaria a intervenciones compatibles con la gestión administrativa 
del problema, fijando los márgenes de lo políticamente intervenible (MEF 2019). 
Como resultado, la prevención primaria se inscribe en un marco que asegura 
gobernabilidad institucional, mientras las transformaciones profundas del orden 
de género —cuyo abordaje implicaría disputar jerarquías sociales y asumir altos 
costos políticos— quedan fuera del horizonte efectivo de la política pública. La 
centralidad de esta racionalidad se refuerza al observar la estructura presupuestal 
del programa. La mayor parte de los recursos públicos se orienta a servicios de 
atención y respuesta, mientras la prevención primaria ocupa un lugar marginal 
en el financiamiento disponible, tanto a nivel del MIMP como en el conjunto del 
Programa Presupuestal (Cedano 2023).

La racionalidad descrita se sostiene, además, por una economía política 
del costo de intervención. Cualquier estrategia preventiva orientada a transformar 
relaciones de género implica entrar en conflicto con arreglos sociales estabilizados, 
jerarquías masculinas y formas normalizadas de autoridad, con resultados inciertos 
y potencialmente contestados en el corto plazo. Este tipo de intervención supone 
asumir costos políticos elevados y una exposición directa al conflicto social que 
resulta estructuralmente desventajosa en contextos políticos organizados por 
ciclos electorales breves y lógicas de rendición inmediata, donde las políticas de 
efectos diferidos y baja atribuibilidad tienden a ser penalizadas (Pierson 2004). 
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Tal vez por eso la arquitectura preventiva privilegia cursos de acción que reducen 
fricción política y preservan previsibilidad institucional, aun cuando ello limite 
su capacidad transformadora.

Bajo esa convergencia entre costo político, incertidumbre y temporalidad, 
la prevención primaria se reordena alrededor de lo administrativamente legible y 
políticamente sostenible, estableciendo de facto el umbral de transformación que 
la política puede y está dispuesta, a producir.

3.4.	 La prevención primaria como política ejecutable

El análisis precedente permite caracterizar la prevención primaria de la violencia 
de género como una política estructurada en torno a su «ejecutabilidad» 
institucional. La prevención primaria se estabiliza como campo de intervención 
en la medida en que puede ser traducida en acciones planificables, indicadores 
verificables y productos reportables dentro de los dispositivos ordinarios de la 
administración pública. El marco programático de prevención primaria de la 
violencia de género se consolida así como uno donde la coherencia interna está 
dada por su capacidad de ser planificada, desplegada, monitoreada y reportada 
de manera regular, antes que por su aptitud para alterar las relaciones de poder 
que sostienen la desigualdad de género.

Esta «ejecutabilidad» opera como un principio organizador que atraviesa 
el diseño conceptual, territorial y administrativo de la prevención primaria. La 
violencia es recortada en dimensiones operativas compatibles con la estandarización; 
la descentralización se limita a la ejecución sin desplazar la autoridad diagnóstica; 
los instrumentos presupuestales privilegian métricas de actividad y cobertura. En 
otras palabras, se configuran políticas capaces de sostener continuidad operativa y 
previsibilidad institucional, aun cuando sus efectos concretos sobre las relaciones 
estructurales de género sean acotados (MEF 2019; Defensoría del Pueblo 2025).

Desde una perspectiva crítica del Estado, esta forma de intervención puede 
ser leída como parte de un proceso más amplio de simplificación gubernamental, 
en el que los problemas sociales son reconfigurados para hacerlos legibles y 
manejables desde el aparato administrativo (Foucault 1991; Scott 1999). La 
prevención primaria se vuelve inteligible para el Estado en tanto se ajusta a las 
exigencias de planificación, monitoreo y rendición de cuentas, fijando de antemano 
los márgenes de lo intervenible y desplazando fuera del campo de acción estatal 
aquellas dimensiones del problema que desbordan dicha lógica.
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Esta racionalidad adquiere una densidad política particular en territorios 
rurales e indígenas, donde la presencia estatal ha estado marcada históricamente 
por la intermitencia, la desconfianza y la imposición vertical-centralista. En estos 
territorios, las políticas de prevención primaria de la violencia funcionan también 
como una tecnología de visibilización estatal, mediante la cual el Estado produce 
demostraciones de acción y presencia institucional sin modificar sustantivamente 
las condiciones materiales y relacionales que sostienen la violencia. Como han 
mostrado los estudios etnográficos del Estado colonial, estas prácticas contribuyen 
a la reproducción de formas de autoridad que privilegian la performatividad 
administrativa por sobre la eficacia social de la intervención, en detrimento de 
las poblaciones subalternizadas (Poole 2004; Gupta 2012). En ese sentido, estas 
actividades permiten afirmar la soberanía administrativa y control territorial 
simbólico, aun cuando los beneficios concretos para las mujeres y personas 
generizadas sean limitados o desigualmente distribuidos. En lugar de fortalecer 
capacidades locales o reconocer saberes situados, esta modalidad de intervención 
tiende a subsumir las experiencias comunitarias en marcos interpretativos definidos 
externamente, reforzando relaciones asimétricas de conocimiento y autoridad en 
territorios atravesados por desigualdades raciales y de clase persistentes.

4.	 De los compromisos normativos a la prevención primaria 		
	 genérica: la ruptura entre diseño y territorio

Como señalamos previamente, el marco programático de prevención primaria de la 
violencia de género en el Perú se formula, al menos nominalmente, sobre un man-
dato explícito de adecuación territorial. Por ejemplo, los «Lineamientos estratégicos 
para la prevención primaria de la violencia de género contra las mujeres» establecen 
que las intervenciones preventivas deben desarrollarse con enfoque territorial y 
pertinencia cultural y señalan que su definición debe responder a la «realidad de 
cada territorio» mediante la participación de actoras y actores locales, en particular 
en ámbitos rurales, indígenas y con alta prevalencia de violencia (MIMP 2021). 
Este reconocimiento ocupa un lugar central en el diseño normativo de la política 
preventiva y se presenta como una condición para su efectividad.

Sin embargo, este mandato de adecuación territorial no se traduce en 
capacidad decisoria a nivel subnacional. Los Lineamientos concentran en el 
nivel central la definición de los enfoques, ejes estratégicos, modalidades de 
intervención y criterios de priorización, estableciendo que las acciones desplegadas 
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por gobiernos regionales y locales deben alinearse a dichos parámetros para 
asegurar coherencia y comparabilidad de la política preventiva (MIMP 2021). En 
este marco, los diagnósticos territoriales pueden informar la selección de ámbitos 
de intervención, pero no habilitan la modificación de contenidos, prioridades ni 
métricas de la prevención primaria, que permanecen definidos centralmente. La 
territorialización queda circunscrita a la ejecución administrativa de acciones 
predefinidas que, aun cuando reconocen la diversidad como condición del 
problema, no la incorporan como variable organizadora de la respuesta estatal.

La ruptura entre el diseño normativo y la operación efectiva de la prevención 
primaria se aprecia con nitidez en el propio registro administrativo del sector 
Educación. Al ser consultado por avances y articulación en el marco de los 
servicios educativos de la Estrategia Nacional de Prevención Primaria, el MINEDU 
respondió que su Dirección de Gestión Escolar no forma parte de dicha Estrategia 
y que tampoco ha sostenido coordinaciones con las Direcciones Regionales de 
Educación sobre estos puntos (MINEDU 2024a). Esa respuesta tiene un peso 
descomunal para propósitos del análisis porque evidencia que la transversalidad 
prevista normativamente no genera un espacio común de responsabilidad ni de 
conducción de la política preventiva. Aún más, el oficio que da curso a esa respuesta 
reafirma la misma lógica al reconducir la información solicitada hacia el ámbito 
competencial propio del sector, sin inscribir su actuación dentro de la arquitectura 
nacional de prevención primaria (MINEDU 2024b).

La misma lógica se reproduce en los instrumentos elaborados por gobiernos 
regionales y locales. El examen de planes de trabajo, informes y fichas de las 
instancias de concertación provinciales y distritales en Cusco, Apurímac y Ucayali 
muestra una reiteración casi literal de estructuras, ejes y actividades, incluso 
entre territorios con configuraciones sociales y demográficas muy distintas. 
Los documentos incorporan diagnósticos locales y referencias a condiciones 
de ruralidad, dispersión geográfica o presencia indígena; sin embargo, dicha 
información no incide en la definición de contenidos ni en la orientación de la 
intervención preventiva. 

Es importante notar que la homogeneidad documental no responde a 
ausencia de información local. Los propios instrumentos territoriales describen 
contextos marcados por ruralidad, dispersión geográfica, presencia significativa 
de pueblos indígenas y condiciones persistentes de pobreza. Sin embargo, estas 
características no operan como criterios de diferenciación programática, lo que 
evidencia que la información territorial se incorpora principalmente de manera 
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descriptiva, sin valor decisorio en la organización de la respuesta preventiva. 
La Defensoría del Pueblo corrobora este patrón mostrando que, incluso en los 
territorios priorizados por el piloto, la implementación se despliega sin traducirse 
en capacidades locales para orientar, ajustar o reordenar la intervención a partir 
de las condiciones territoriales identificadas (Defensoría del Pueblo 2025). De 
esta manera, se confirma que la territorialización de la prevención primaria opera 
como una extensión operativa de decisiones centralmente definidas, sin habilitar 
un gobierno territorial de la política preventiva.

El recorrido realizado permite desplazar la pregunta desde el cumplimiento 
de los compromisos normativos hacia las condiciones concretas bajo las cuales la 
prevención primaria se produce como política pública. Más que una brecha entre 
formulación y ejecución, lo que se observa es un modo específico de organizar la 
relación entre territorio, decisión y acción estatal, en el que la prevención primaria 
se vuelve operable sin alterar los términos desde los cuales se define el problema. 
Este encuadre no agota sus efectos en el plano del diseño, sino que estructura las 
formas en que la intervención preventiva se concibe, se distribuye y se ejerce en 
los territorios, cuestión que orienta el análisis que sigue.

5.	 Prevención primaria genérica en territorios heterogéneos

Este modo de organizar la prevención primaria se vuelve observable cuando la 
política se despliega fuera de los espacios para los que implícitamente ha sido 
concebida. En territorios como Cusco, Apurímac y Ucayali, la intervención 
preventiva se inscribe en configuraciones sociales y geográficas que tensionan 
los supuestos de accesibilidad, continuidad institucional y gobernanza sobre los 
que descansa el diseño central de la política. El territorio opera así como instancia 
empírica en la que se revelan los límites del modelo preventivo previamente 
descrito, mostrando que la arquitectura de la política presupone condiciones de 
gobernanza que no se verifican de manera uniforme en el territorio nacional.

Al revisar los instrumentos normativos y programáticos producidos en 
estos ámbitos, se advierte un patrón consistente en el tratamiento de la diferencia 
territorial. Variables relevantes para comprender la producción de la violencia se 
incorporan como información contextual o diagnóstica, sin adquirir capacidad para 
ordenar prioridades, definir contenidos o alterar las secuencias de intervención. 
La prevención primaria se articula a partir de matrices operativas invariantes que 
atraviesan contextos disímiles, consolidando una política cuya coherencia se juega 
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en el plano administrativo y no en su adecuación a las configuraciones sociales 
sobre las que actúa.

5.1.	 Territorio y supuestos implícitos de gobernanza estatal

Cusco, Apurímac y Ucayali constituyen territorios periféricos respecto del centro 
decisorio nacional, atravesados por configuraciones históricas de desigualdad y 
racialización que continúan estructurando las condiciones de intervención estatal. 
Esta posición periférica se expresa empíricamente en la limitada capacidad 
subnacional para definir contenidos, prioridades y modalidades de la política 
preventiva, pese a la descentralización formal de responsabilidades de ejecución 
(Gobierno Regional de Apurímac 2022; Gobierno Regional del Cusco 2022; 
Gobierno Regional de Ucayali 2022).

En Apurímac y Cusco, los diagnósticos regionales y la información 
censal registran una alta proporción de población rural y una autoidentificación 
mayoritariamente quechua, con especial concentración en provincias caracterizadas 
por elevada dispersión territorial, menor conectividad y acceso limitado a servicios 
públicos, como Antabamba, Grau, Canas, Chumbivilcas y Paucartambo (INEI 
2017; Gobierno Regional de Apurímac 2022; Gobierno Regional del Cusco 2022). 
En Ucayali, los instrumentos de planificación territorial describen un espacio 
amazónico de baja densidad poblacional, con presencia significativa de pueblos 
indígenas y asentamientos dispersos, donde las barreras de conectividad fluvial 
y aérea condicionan de manera estructural la continuidad de la presencia estatal 
fuera de los principales centros urbanos (INEI 2017; Gobierno Regional de Ucayali 
2022; Ministerio de Cultura 2020).

Esta configuración territorial se articula, en los tres casos, con dinámicas 
económicas de alta relevancia estratégica para el país. En Apurímac y Cusco, la 
actividad minera y la conflictividad socioambiental asociada aparecen documentadas 
como factores que inciden de manera sostenida sobre la gobernanza local y el tejido 
comunitario, particularmente en provincias como Cotabambas, Espinar y Chumbivilcas, 
donde los diagnósticos territoriales describen procesos de masculinización del espacio 
público, concentración de ingresos y debilitamiento de mecanismos comunitarios de 
regulación social (Gobierno Regional de Apurímac 2022; Municipalidad Distrital de 
Mara 2023; Gobierno Regional del Cusco 2022; Municipalidad Provincial de Espinar 
2023). En Ucayali, los diagnósticos regionales e informes distritales identifican la 
expansión de economías ilegales, la trata y la explotación sexual como fenómenos 
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asociados a la precariedad institucional y a las limitaciones de control territorial en 
zonas alejadas, con impactos directos en la producción de violencias de género, 
especialmente en niñas, adolescentes y mujeres indígenas (Gobierno Regional de 
Ucayali 2022; Municipalidad Distrital de Sepahua 2023).

A pesar de esta heterogeneidad territorial ampliamente documentada, el 
diseño nacional de la prevención primaria de la violencia de género se apoya 
en supuestos implícitos de gobernanza que presuponen accesibilidad regular, 
presencia estatal sostenida y capacidades operativas relativamente homogéneas 
entre regiones. Los lineamientos y marcos programáticos organizan la intervención 
preventiva a partir de secuencias estandarizadas de actividades, cronogramas 
periódicos y exigencias de articulación intersectorial que requieren continuidad 
institucional, disponibilidad de personal y control administrativo del territorio 
(MEF 2019; MIMP 2021).

Los informes regionales, las actas de las instancias de concertación y los 
reportes de supervisión dan cuenta, en cambio, de limitaciones persistentes en 
recursos humanos, restricciones presupuestales, debilidades en el seguimiento de 
acuerdos y dificultades para sostener intervenciones regulares fuera de las capitales 
provinciales, tanto en el sur andino como en la Amazonía (Defensoría del Pueblo 
2022; Gobierno Regional de Apurímac 2022; Gobierno Regional del Cusco 2022; 
Gobierno Regional de Ucayali 2022).

En este marco, el territorio opera como información contextual incorporada de 
manera descriptiva, mientras la arquitectura de la intervención preventiva permanece 
anclada en parámetros centrales que definen de antemano las formas legítimas de 
acción estatal. Las diferencias en ruralidad, composición indígena, economía política 
y accesibilidad territorial aparecen registradas en los diagnósticos subnacionales, 
aunque carecen de efectos organizadores sobre los contenidos, las modalidades y 
los criterios de intervención preventiva. Este desacople sugiere que la prevención 
primaria se despliega en Cusco, Apurímac y Ucayali desde una lógica de gobernanza 
que reproduce relaciones históricas de subordinación territorial dentro del aparato 
estatal, en la medida en que las condiciones locales de producción de la violencia 
quedan subordinadas a una arquitectura preventiva definida centralmente.

5.2.	 Geografía y dispersión

La geografía y la dispersión territorial introducen un conjunto de límites materiales 
que condicionan de manera decisiva la posibilidad misma de desplegar la 
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prevención primaria de la violencia de género en Apurímac, Cusco y Ucayali, 
tensionando los supuestos de frecuencia, continuidad y cobertura sobre los 
que se organiza el diseño nacional de la política preventiva. Mientras el marco 
programático asume ritmos regulares de intervención y una presencia institucional 
relativamente estable, los documentos territoriales describen contextos en los 
que el desplazamiento, la conectividad y la accesibilidad configuran escenarios 
profundamente discontinuos de acción estatal.

En Apurímac, la topografía escarpada, la fragmentación espacial y la 
limitada infraestructura vial aparecen registradas de manera consistente en los 
planes regionales y diagnósticos distritales como factores que encarecen el traslado, 
reducen la frecuencia de las intervenciones y concentran la acción estatal en 
capitales provinciales, dejando amplias zonas rurales con presencia institucional 
esporádica. Las instancias distritales dan cuenta de dificultades para sostener 
actividades regulares fuera de los núcleos urbanos, así como de la dependencia 
de recursos extraordinarios para el desplazamiento del personal, condiciones 
que afectan directamente la continuidad de talleres, campañas y otras acciones 
comunitarias previstas en los planes de trabajo (Gobierno Regional de Apurímac 
2022; Municipalidad Distrital de Mara 2023; Municipalidad Distrital de Circa 2023).

En Cusco, la heterogeneidad geográfica combina espacios urbanos densos, 
zonas altoandinas de difícil acceso y territorios amazónicos en el norte del 
departamento. Esta diversidad se traduce en tiempos de desplazamiento prolongados, 
conectividad intermitente y una marcada concentración de servicios en la capital 
regional y en corredores urbanos. Los planes provinciales y distritales reconocen estas 
limitaciones, especialmente en provincias como Chumbivilcas, Canas, Paucartambo 
y La Convención, donde la dispersión poblacional y la distancia respecto de los 
centros administrativos dificultan la ejecución sostenida de actividades preventivas 
con la periodicidad exigida por la Estrategia Nacional (Gobierno Regional del Cusco 
2022; Municipalidad Provincial de Espinar 2023; Municipalidad Distrital de Kimbiri 
2023). Sin embargo, dichas condiciones no se traducen en ajustes sustantivos de los 
cronogramas, modalidades ni metas de intervención, que permanecen alineados a 
parámetros homogéneos definidos centralmente.

En Ucayali, la dependencia del transporte fluvial y aéreo introduce una 
discontinuidad estructural en la presencia estatal. Los informes distritales dan cuenta 
de intervenciones concentradas en periodos breves y de una cobertura territorial 
limitada por los costos logísticos y la estacionalidad de los desplazamientos. La 
conectividad irregular y los altos costos logísticos limitan la posibilidad de realizar 
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intervenciones preventivas presenciales de manera sostenida, especialmente en 
distritos como Sepahua y en zonas alejadas de Pucallpa. Los informes de gestión 
reconocen que muchas actividades se realizan de manera puntual o concentrada en 
breves periodos, lo que contrasta con los supuestos de continuidad y seguimiento 
sobre los que se estructuran los instrumentos nacionales de prevención primaria 
(Gobierno Regional de Ucayali 2022; Municipalidad Distrital de Sepahua 2023).

A pesar de estas diferencias geográficas ampliamente documentadas, el 
diseño preventivo no incorpora la dispersión territorial ni la materialidad del espacio 
como variables organizadoras de la intervención. El efecto de este desacople es 
una prevención primaria que se vuelve episódica en los territorios más dispersos y 
geográficamente complejos, con intervenciones concentradas, de baja continuidad 
y limitada capacidad de incidencia en las dinámicas sociales que producen la 
violencia. La materialidad del territorio opera aquí como un límite estructural que 
no es reconocido en el diseño, fijando desde el inicio los márgenes reales de lo 
que la prevención primaria puede alcanzar. En lugar de reorganizar la política a 
partir de las condiciones espaciales concretas, la estrategia reproduce un modelo de 
intervención pensado para contextos de alta accesibilidad, trasladando al territorio 
la carga del ajuste y naturalizando la brecha entre planificación y ejecución.

5.3.	 Racialización, lengua y jerarquías epistémicas en la prevención primaria

La presencia indígena en Apurímac, Cusco y Ucayali sitúa la prevención primaria 
de la violencia de género en un campo atravesado por procesos persistentes de 
racialización que inciden de manera directa en la producción de vulnerabilidad 
y en el acceso diferencial a la protección estatal. La información censal y los 
diagnósticos territoriales muestran que la autoidentificación indígena se superpone 
con desigualdades estructurales en educación, ingresos y acceso a servicios, aunque 
estas brechas no remiten a rasgos culturales intrínsecos, sino a relaciones históricas 
de jerarquización racial que continúan organizando las relaciones entre población 
y Estado (INEI 2017; Gobierno Regional de Apurímac 2022; Gobierno Regional 
del Cusco 2022; Gobierno Regional de Ucayali 2022).

En los territorios andinos, donde la población quechua es mayoritaria, los 
documentos subnacionales evidencian que la experiencia de la violencia y de la 
prevención primaria se configura de manera diferenciada según la articulación 
entre racialización, ruralidad y urbanidad. En los espacios urbanos, la proximidad 
institucional y el mayor dominio de los lenguajes administrativos tienden a reducir 
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ciertas barreras de acceso, aunque sin eliminar prácticas de discriminación. En los 
ámbitos rurales, la racialización se intensifica a través de la distancia institucional, 
la precariedad de servicios y la menor legitimidad atribuida a las narrativas 
indígenas en los circuitos estatales, configurando trayectorias de violencia y de 
respuesta preventiva marcadas por mayor invisibilización y desprotección (INEI 
2017; Gobierno Regional de Apurímac 2022; Gobierno Regional del Cusco 2022).

En Ucayali, los diagnósticos regionales y distritales describen un escenario 
caracterizado por la coexistencia de múltiples pueblos indígenas con historias, 
organizaciones sociales y marcos normativos diversos. Esta pluralidad se traduce 
en lecturas no homogéneas, y en ocasiones incluso contrapuestas, sobre género, 
violencia intrafamiliar y violencia contra personas LGBT+. Por otro lado, la 
racialización opera aquí como un principio que intensifica la exposición a la violencia 
y condiciona la forma en que estas experiencias son reconocidas, interpretadas y 
jerarquizadas por las instituciones públicas (Gobierno Regional de Ucayali 2022; 
Municipalidad Distrital de Sepahua 2023; Ministerio de Cultura 2020).

En este contexto, la prevención primaria se estructura a partir de jerarquías 
epistémicas que definen qué experiencias de violencia resultan legibles para 
la política pública y bajo qué categorías pueden ser reconocidas. Los marcos 
preventivos establecen de manera centralizada los lenguajes autorizados para 
nombrar el daño, los criterios para identificar a las víctimas y los supuestos desde 
los cuales se interpreta la conducta de los agresores. Las narrativas indígenas 
sobre la violencia, ancladas en relaciones comunitarias, trayectorias territoriales y 
experiencias históricas de exclusión, tienden a ocupar un lugar subordinado dentro 
de estos dispositivos, participando como información contextual sin capacidad de 
reorganizar el contenido ni la orientación de la intervención.

 Esta distribución desigual de autoridad para producir conocimiento tiene 
efectos concretos sobre la prevención primaria. Las violencias que no se ajustan 
a los marcos normativos predominantes, en particular aquellas que involucran 
arreglos familiares, dinámicas comunitarias o identidades sexuales disidentes, 
aparecen con menor nitidez en los diagnósticos y en las acciones preventivas. La 
racialización refuerza este proceso al afectar la credibilidad institucional de las 
víctimas indígenas y al situar sus relatos en un registro cultural que desplaza el 
daño hacia la esfera de la costumbre o del conflicto privado. Al mismo tiempo, los 
agresores indígenas pueden ser objeto de estigmatización diferencial, configurando 
relaciones asimétricas con los operadores de justicia en comparación con sujetos 
no indígenas en contextos urbanos.
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Aunque los documentos territoriales registran estas tensiones, la política 
preventiva no las incorpora como variables organizadoras. La interculturalidad se 
mantiene como referencia declarativa, mientras las jerarquías epistémicas que ordenan 
el reconocimiento del daño, la definición de la víctima y la legitimidad de las voces 
territoriales permanecen intactas. De este modo, la prevención primaria se despliega en 
territorios racializados sin cuestionar los regímenes de conocimiento que estructuran 
su intervención, reproduciendo desigualdades en el acceso a la protección y en la 
posibilidad misma de ser reconocido como sujeto de derecho frente a la violencia.

5.4.	 Economías extractivas y reconfiguración territorial de las violencias

En los tres territorios analizados, los diagnósticos regionales y distritales consignan 
la presencia de dinámicas económicas que inciden de manera directa sobre las 
condiciones sociales en las que se produce la violencia de género. En Apurímac y 
Cusco, los instrumentos de planificación regional identifican la actividad minera 
y la conflictividad socioambiental asociada como elementos persistentes del 
contexto territorial, particularmente en provincias como Cotabambas, Espinar 
y Chumbivilcas, donde se registran tensiones prolongadas entre comunidades, 
empresas y Estado, así como impactos sobre la cohesión social y la gobernanza 
local (Gobierno Regional de Apurímac 2022; Gobierno Regional del Cusco 2022; 
Municipalidad Distrital de Mara,2023; Municipalidad Provincial de Espinar 2023). 

Los informes distritales señalan que estas dinámicas se acompañan de 
transformaciones en la organización comunitaria, un incremento del consumo 
de alcohol y debilitamiento de mecanismos locales de regulación social, factores 
que aparecen asociados en los propios diagnósticos a situaciones de violencia 
intrafamiliar y violencia contra mujeres, niñas y adolescentes. Esta información 
es presentada de manera descriptiva en los documentos territoriales, sin que se 
incorpore como criterio para diferenciar contenidos, enfoques o prioridades de 
la prevención primaria en los planes de trabajo de las instancias de concertación 
(Municipalidad Distrital de Mara 2023; Municipalidad Distrital de Circa 2023; 
Gobierno Regional de Apurímac 2022).

En Ucayali y en la provincia de La Convención de Cusco, los diagnósticos 
regionales y distritales describen un escenario de naturaleza distinta, marcado 
por la expansión de economías ilegales, la trata de personas y la explotación 
sexual en contextos de baja presencia estatal y alta dispersión territorial. Los 
informes de distritos como Sepahua y Kimbiri registran la existencia de redes 
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de explotación que afectan de manera particular a mujeres, niñas y adolescentes 
en zonas caracterizadas por dificultades de acceso, débil control territorial y 
limitadas capacidades institucionales para la prevención primaria y la protección 
(Gobierno Regional de Ucayali 2022; Municipalidad Distrital de Sepahua 2023; 
Municipalidad Distrital de Kimbiri 2023).

Pese a que estos procesos aparecen documentados de manera reiterada, 
los instrumentos de planificación preventiva no establecen vínculos explícitos 
entre estas dinámicas económicas y la definición de estrategias de prevención 
primaria. Los planes regionales, provinciales y distritales revisados mantienen 
estructuras homogéneas de actividades centradas en sensibilización, capacitación 
y fortalecimiento institucional, sin introducir diferenciaciones en función de la 
presencia de minería, conflictividad socioambiental o economías ilegales, incluso 
en territorios donde dichos fenómenos son reconocidos como estructurales 
(Gobierno Regional de Apurímac 2022; Gobierno Regional del Cusco 2022; 
Gobierno Regional de Ucayali 2022).

La información sobre economía política territorial se torna así en diagnóstico 
contextual sin capacidad organizadora sobre el diseño de la prevención primaria. 
Esta desconexión sugiere que la prevención primaria se formula a partir de una 
lectura abstracta de la violencia de género, que prescinde de las condiciones 
materiales que intensifican su producción en determinados territorios, aun 
cuando dichas condiciones se encuentren ampliamente registradas en los propios 
documentos de gestión. Integrar estas dinámicas en el diseño preventivo implicaría 
reconocer que la violencia se produce en escenarios atravesados por disputas por 
recursos, control territorial y asimetrías de poder económico, lo que tensiona los 
marcos estandarizados de intervención actualmente vigentes.

5.5.	 El hallazgo comparativo

El análisis comparado de Cusco, Apurímac y Ucayali permite identificar un patrón 
estructural en la forma en que la prevención primaria de la violencia de género se 
produce como política pública. Territorios atravesados por configuraciones radicalmente 
distintas de geografía, composición poblacional, economía política y condiciones 
de gobernanza reciben una intervención preventiva sustantivamente equivalente, 
organizada a partir de los mismos ejes, actividades y métricas. Esta convergencia no 
expresa una lectura compartida de los territorios, sino la consolidación de un diseño 
que neutraliza la heterogeneidad como variable organizadora de la intervención.
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Los instrumentos regionales y locales revisados registran de manera 
consistente información territorial relevante. La información estadística, los 
diagnósticos y planes distritales, provinciales y regionales consignan ruralidad 
extrema, dispersión geográfica, alta presencia de población indígena, conflictividad 
extractiva, expansión de economías ilegales y patrones diferenciados de violencia, 
según el caso. Sin embargo, estas variables no reordenan el contenido preventivo ni 
inciden en la definición de prioridades, modalidades o secuencias de intervención. 
La información territorial cumple una función descriptiva y contextual, mientras la 
arquitectura de la prevención primaria permanece alineada a parámetros centrales 
que definen de antemano qué cuenta como prevención primaria y cómo debe 
ejecutarse, tal como se observa en la homogeneidad de los planes de trabajo y en los 
informes de supervisión de las instancias de concertación (Gobiernos Regionales 
de Apurímac, Cusco y Ucayali 2022; Defensoría del Pueblo 2022).

El hallazgo comparativo muestra que la estandarización de la prevención 
primaria se produce en un contexto de disponibilidad de información y expertise 
territorial, pero desprovisto de capacidad decisoria. La territorialización se 
limita al despliegue operativo de acciones previamente definidas, sin habilitar al 
territorio como espacio de gobierno de la política preventiva, lo que implica que la 
adecuación territorial funciona como principio declarativo, mientras la coherencia 
administrativa y la comparabilidad interregional operan como criterios efectivos 
de organización de la intervención.

Desde esta perspectiva, la prevención primaria genérica aparece como 
un resultado estructural del diseño centralista de la política y no como una 
disfunción de su implementación. La diversidad territorial es procesada como 
ruido administrable, lo que permite sostener continuidad operativa y rendición 
formal de cuentas a costa de reducir la capacidad de la prevención primaria para 
incidir en las condiciones que producen la violencia en contextos específicos. En 
otras palabras, se confirma que los límites de la prevención primaria se fijan antes 
de su despliegue territorial, reproduciendo en el nivel subnacional las mismas 
racionalidades de gobierno que organizan el diseño central de la política.

6.	 Conclusiones

El análisis desarrollado en este artículo reconoce la existencia de déficits de 
implementación, dificultades de articulación interinstitucional y restricciones de 
capacidad y voluntad política en los niveles subnacionales. Tales factores forman 
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parte del funcionamiento ordinario de la política pública peruana y condicionan el 
despliegue de cualquier intervención estatal. Sin embargo, la evidencia examinada 
muestra que dichos elementos no bastan para explicar los límites observados en la 
prevención primaria de la violencia de género. Las dificultades que atraviesan su 
implementación aparecen de manera consistente en territorios con configuraciones 
institucionales, sociales y geográficas muy distintas entre sí. Esta recurrencia 
sugiere que el problema no radica únicamente en la ejecución de la política, sino 
en las racionalidades institucionales que organizan su diseño.

El análisis comparado de Cusco, Apurímac y Ucayali permite identificar con 
claridad ese patrón. Territorios atravesados por configuraciones profundamente 
distintas de geografía, composición poblacional, economías locales y condiciones 
de gobernanza reciben una intervención preventiva sustantivamente equivalente. 
Los instrumentos regionales y locales revisados registran información detallada 
sobre ruralidad extrema, dispersión territorial, presencia indígena, conflictividad 
extractiva o expansión de economías ilegales. Sin embargo, tales variables no 
reordenan el contenido preventivo ni inciden en la definición de prioridades o 
modalidades de intervención. La arquitectura de la prevención primaria permanece 
alineada a parámetros centrales que definen de antemano qué cuenta como 
prevención y cómo debe ejecutarse.

Este patrón puede comprenderse a la luz de las racionalidades administrativas 
que organizan la política pública contemporánea. La prevención primaria se 
estructura alrededor de criterios de ejecutabilidad administrativa, comparabilidad 
interregional y trazabilidad institucional. Tales criterios permiten programar 
intervenciones homogéneas, monitorear su cumplimiento y producir evidencia 
administrativa de acción estatal. Bajo estas condiciones, la política preventiva 
adquiere una forma particularmente estable de gobierno del problema. Los 
territorios quedan situados principalmente como instancias de ejecución y reporte, 
mientras la definición del problema, la formulación de la estrategia preventiva, la 
construcción de indicadores y la evaluación de resultados permanecen concentradas 
en el nivel central.

Desde esta perspectiva, la prevención primaria puede entenderse como una 
tecnología de gobierno que vuelve administrable la violencia de género a través 
de dispositivos de planificación, monitoreo y evaluación. La política organiza 
la acción estatal alrededor de aquello que puede ser programado, medido y 
reportado institucionalmente. El resultado son intervenciones estandarizadas cuya 
racionalidad responde menos a la transformación de las relaciones sociales que 
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producen la violencia que a la necesidad de sostener circuitos administrativos de 
gestión y rendición de cuentas.

A esta racionalidad administrativa se superponen temporalidades y 
cálculos propios de la competencia política. La prevención primaria opera 
en horizontes temporales extendidos y sus efectos resultan acumulativos y 
difícilmente atribuibles a una gestión específica. En contextos institucionales 
atravesados por ciclos electorales breves y exigencias de visibilidad inmediata 
de resultados, las intervenciones tienden a reorganizarse alrededor de acciones 
administrativamente verificables y políticamente sostenibles. La convergencia 
entre racionalidad administrativa y cálculo político termina fijando de facto el 
umbral de transformación que la política preventiva está en condiciones de asumir.

La violencia de género constituye, sin embargo, un fenómeno social cuya 
producción desborda los marcos a través de los cuales el Estado intenta gobernarla. 
Se trata de una forma de violencia profundamente relacional, inscrita en jerarquías 
históricas de poder organizadas en torno al género, la racialización, la clase y la 
territorialidad que atraviesan las instituciones, las economías locales y las dinámicas 
comunitarias. Su reproducción no responde únicamente a déficits institucionales ni 
puede reducirse a conductas individuales susceptibles de modificación mediante 
campañas informativas o actividades de sensibilización.

Los diagnósticos territoriales analizados en el artículo muestran precisamente 
esa complejidad. En ellos aparecen documentadas relaciones entre las desigualdades 
territoriales, economías extractivas, economías ilegales y transformaciones en 
la organización social local. Sin embargo, tales diagnósticos rara vez adquieren 
capacidad organizadora sobre el diseño de la política preventiva. La información 
territorial se integra como contexto descriptivo mientras la arquitectura programática 
permanece definida con anterioridad y en otro nivel de decisión.

En este punto emerge una dimensión adicional del problema. La relación 
entre centro y territorio no solo organiza la distribución administrativa de funciones, 
sino también la autoridad para producir conocimiento sobre la violencia y sobre las 
formas de intervenir frente a ella. Los territorios generan diagnósticos, acumulan 
experiencia institucional y sostienen prácticas situadas de intervención. El nivel 
central conserva la capacidad de nombrar el problema, fijar la estrategia preventiva 
y establecer los criterios a partir de los cuales la política será evaluada. Incluso 
los procesos de evaluación de la política permanecen organizados bajo esta 
misma lógica centralista. Al realizarse desde los mismos marcos institucionales 
que definen la estrategia y sus indicadores, se reduce la posibilidad de reconocer 
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las limitaciones del propio diseño. El lugar desde donde se observa la política 
condiciona así aquello que puede ser identificado como problema. Se configura 
de este modo una relación asimétrica en la producción del conocimiento público 
en la que los territorios aportan información y ejecutan actividades, mientras el 
centro mantiene la autoridad para definir qué cuenta como problema y qué cuenta 
como solución.

Avanzar hacia una prevención primaria capaz de incidir sobre las condiciones 
que producen la violencia requiere revisar simultáneamente las racionalidades 
administrativas, los incentivos políticos y las jerarquías epistemológicas que estructuran 
la producción de la política pública. Ello implica reconocer la autoridad analítica de 
los diagnósticos territoriales, habilitar márgenes efectivos de adaptación programática 
desde los niveles subnacionales y abrir espacios de decisión territorial en el diseño 
de las estrategias preventivas. Sin transformaciones en esa distribución de autoridad 
política y epistemológica, la prevención primaria continuará operando como un 
dispositivo institucional capaz de producir cumplimiento administrativo y trazabilidad 
programática, aunque incapaz de alterar las relaciones sociales que sostienen la 
violencia de género en los territorios donde se reproduce con mayor intensidad.
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